Proyecto de Ley del Honorable senador Nelson Avila que permite y regula la aplicación de la eutanasia en los casos que indica.
En la actualidad, los avances de la ciencia, nos obligan a replantearnos la lucha histórica del hombre por vencer la muerte. La prolongación de la existencia por medios artificiales, a veces permite una sobrevida. Esto implica elevadísimos costos materiales y psicológicos tanto para el paciente como para su familia. Queda  planteado el dilema de cuales son las condiciones mínimas para aceptar la vida.
La muerte es parte de la vida. Por eso, todo ser humano tiene derecho a morir dignamente.
Si estamos obligados a respetar y promover una vida plena en libertades, autonomía y dignidad, la muerte no debe quedar al margen de tales consideraciones.
Jhon Stuart Mill, en el Siglo XIX, desarrolló una teoría política  en base a la autonomía moral. Ello implica que cada individuo posee la libertad para establecer una jerarquía de valores propia, en la cual basar sus opciones personales. Existe así una esfera de autonomía individual en la que el Estado no debe entrometerse a menos que ésta cause daño o perjuicio a terceros. Así, aún existiendo conductas moralmente indeseables como lo son para algunos la drogadicción, la homosexualidad o la prostitución, si son realizadas por adultos, no pueden ser penalizadas porque se encuentran dentro de la esfera de la moralidad privada.

La liberalidad económica, tan en boga hoy, es la menos trascendente de las libertades. 

Como señalara el destacado filósofo del Derecho, Ronald Dworkin,: “hacer que alguien muera en una forma que otros aprueban, pero él cree que es una contradicción horrorosa con la propia vida, constituye una devastadora y odiosa forma de tiranía”.
Nuestra legislación no contempla la eutanasia como figura penal autónoma. De presentarse un caso de estas características ante nuestros tribunales, necesariamente deberá ser adecuado a las figuras penales existentes. Así, por ejemplo, el médico que humanitariamente decida aliviar el sufrimiento de su padre, será condenado por parricidio.
La Constitución en su artículo 19º asegura “el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona”. Así mismo lo señalan las actas de las sesiones 84, 87, 89, 90, 93 y 94 de la Comisión Redactora de la Carta Fundamental, la cual al estipular esta garantía, pretendió que la vida se consagrara como un derecho integrado a las nociones de libertad y dignidad. El cautelar la vida de forma extensa, comprende todo el proceso que involucra: gestación, crecimiento, y muerte. Así, al entender la muerte como parte de la vida, por extensión, dentro del concepto vida digna, debemos incluir muerte digna.
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, suscrito y ratificado por Chile señala en su artículo 6º Nº1 “el derecho a la vida es inherente a la persona humana” y en el artículo 7º: “nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”. Por su parte, la Convención Americana de Derechos Humanos, “Pacto San José de Costa Rica”, consagra en su artículo 4 el derecho a la vida, Nº1: “toda persona tiene derecho a que se respete su vida”. Éste debemos complementarlo con el artículo 5º que consagra el derecho a la integridad personal, Nº1 “toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral” y Nº2 “nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles inhumanos o degradantes”.
A la luz de estas normas, al paciente terminal le asiste el derecho de exigir que se respete su dignidad hasta el final de sus días, sobre todo cuando  la perspectiva curativa se ve superada por la naturaleza de la enfermedad.
El Código de Ética del Colegio Médico dispone en su artículo 28 inciso 2º que “el médico puede y debe aliviar al enfermo del sufrimiento o del dolor aunque con ello haya riesgo de abreviar su vida”.
En nuestro país no existen estadísticas respecto de las eutanasias que año a año se realizan. Para nadie es un misterio que, por razones humanitarias, médicos de nuestro país deciden aliviar el sufrimiento de sus pacientes poniendo término a sus vidas. Lamentablemente, no existe regulación alguna en esta materia, por lo que, eventualmente, puede dar cabida a diversos abusos.
Esta moción recoge aspectos esenciales del Proyecto de Ley que regula los derechos y deberes de las personas en materia de salud que el Ejecutivo ingresara a este Parlamento en Junio de 2001. La diferencia está en que, libre de todo prejuicio, se define la acción descrita en el proyecto como lo que realmente es: eutanasia pasiva.

Por su parte, en lo que dice relación a la eutanasia activa, recoge la experiencia de diversos países como Suiza, Holanda, Bélgica y España que, directamente, permiten algunas de sus formas.
En virtud de lo expuesto, y con la firme convicción de que tan esencial como vivir libremente es tener derecho a una muerte digna, vengo en proponer a este  Honorable Senado el siguiente :
Proyecto de Ley
1º Para los efectos de esta ley se entenderá como eutanasia la acción u omisión de un médico que por su naturaleza o intención provoque la muerte de un paciente que, cumpliendo los requisitos y manifestando su consentimiento en los términos que esta ley señala, ha expresado la firme voluntad de poner término a su vida por razones humanitarias.
I.- De la Eutanasia Pasiva

2º Es derecho de todo paciente terminal otorgar o denegar su consentimiento a cualquier procedimiento médico que estime  invasivo, complejo o innecesario cuando:
1. Se trate de un paciente en estado terminal, esto es, que padezca un precario estado de salud, debido a una lesión corporal o una enfermedad grave e incurable, que haga prever que le queda muy poca expectativa de vida.

2. Que los cuidados que se le puedan brindar al paciente sean innecesarios, en cuanto éstos solo persigan prolongar su agonía.

Para ejercer este derecho, los profesionales tratantes están obligados a proporcionar, previamente y en lenguaje comprensible para el paciente, información completa respecto de la enfermedad, sus implicancias y posibles tratamientos.  Esto se hará en forma oral y también por escrito, en un acta que deberá firmar la persona o su representante legal. 
En caso de pacientes cuyo estado impida obtener su consentimiento, pero se presume que prontamente podrá prestarlo de forma libre y espontánea, se entenderá que acepta el tratamiento hasta que su voluntad pueda ser conocida.

3º No obstante lo señalado en el artículo anterior, la voluntad del paciente no tiene efecto alguno cuando:

1. La no aplicación de los procedimientos o intervenciones señaladas precedentemente suponen un riesgo para la salud pública, debiendo dejar el médico tratante expresa constancia de configurarse esta causal en la respectiva ficha clínica.
2. Se trate de atenciones médicas de emergencia o urgencia, esto es, cuando la condición de salud o cuadro clínico del paciente implique riesgo vital y/o secuela funcional grave de no mediar atención médica inmediata e impostergable.

4º La voluntad del paciente podrá manifestarse verbalmente pero de ésta deberá quedar siempre constancia por escrito. El consentimiento deberá prestarse a lo menos ante dos testigos, siendo uno de éstos el cónyuge, ascendiente o descendiente mayor de edad del paciente. En caso de encontrarse el paciente internado en un recinto hospitalario oficiará de ministro de fe el director del establecimiento o quien le subrogue. El consentimiento siempre podrá prestarse ante Notario Público. En caso de no existir el cónyuge, ascendientes o descendientes mayores de edad, o bien ante negativa de éstos, el consentimiento deberá prestarse a lo menos ante cinco testigos. 

5º En caso de menores de edad la decisión de someter o no al paciente a los tratamientos indicados en el numeral 2º del artículo 3º será adoptada por los padres de común acuerdo si existiesen ambos. A falta de uno de los padres, la decisión será tomada por él que existiese. A falta de ambos, la decisión será adoptada por la mayoría de los parientes consanguíneos presentes de grado más próximo en la línea colateral, hasta el tercer grado inclusive.

6º En caso de los legalmente incapaces la decisión de someter o no al paciente a los tratamientos indicados en el numeral 2º del artículo 3º será adoptada por el representante legal. A falta de éste la decisión será tomada por él cónyuge. A falta de ambos, la decisión será adoptada por la mayoría de los parientes consanguíneos presentes de grado más próximo en la línea colateral, hasta el tercer grado inclusive.

7º En caso de muerte cerebral, entendiendo por tal la definida en la ley 19.541, la decisión de someter o no al paciente a los tratamientos indicados en el numeral 2º del artículo 3º será adoptada por el cónyuge. A falta de éste la decisión será tomada por los padres y, a falta de uno, por el otro. A falta de ambos, la decisión será adoptada por la mayoría de los parientes consanguíneos presentes de grado más próximo en la línea colateral, hasta el tercer grado inclusive.

8º Si la voluntad del paciente o de los llamados por la esta ley a suplirle es no someterle a los tratamientos indicados en el numeral 2º del artículo 3 ésta deberá ser acatada.
9º El médico tratante deberá consultar siempre la opinión de una Comisión Ética que estará integrada por el director del Servicio de Salud respectivo, dos médicos cirujanos, un médico psiquiatra y un abogado. Ésta deberá certificar por escrito la circunstancia de encontrarse contestes la mayoría absoluta de sus miembros tanto en la calidad de terminal del estado de salud, así como de la innecesidad de los cuidados.

II.- De la eutanasia activa
10º Todo paciente que sufra una enfermedad incurable o progresivamente letal que le cause un padecer insufrible en lo físico y que se le representa como imposible de soportar podrá solicitar por razones humanitarias, y de conformidad a las normas que esta ley establece, que la muerte le sea provocada deliberadamente por un médico cirujano.
Para ejercer este derecho, los profesionales tratantes están obligados a proporcionar, previamente y en lenguaje comprensible para el paciente, información completa respecto de la enfermedad, sus implicancias  y posibles tratamientos.  Esto se hará en forma oral y también por escrito, en un acta que deberá firmar la persona o su representante legal. 

11º La voluntad del paciente podrá manifestarse verbalmente pero de ésta deberá quedar siempre constancia por escrito. El consentimiento deberá prestarse a lo menos ante dos testigos, siendo uno de éstos el cónyuge, ascendiente o descendiente mayor de edad del paciente En caso de encontrarse el paciente internado en un recinto hospitalario oficiará de ministro de fe el director del establecimiento o quien le subrogue. El consentimiento siempre podrá prestarse ante notario. En caso de no existir el cónyuge, ascendientes o descendientes mayores de edad, o bien ante negativa de éstos, el consentimiento deberá prestarse a lo menos ante cinco testigos. 

12º En caso de menores de edad la decisión será adoptada por los padres de común acuerdo si existiesen ambos. A falta de uno de los padres, la decisión será tomada por el que existiese. A falta de ambos, la decisión será adoptada por la mayoría de los parientes consanguíneos presentes de grado más próximo en la línea colateral, hasta el tercer grado inclusive.

13º En caso de los legalmente incapaces será adoptada por el representante legal. A falta éste la decisión será tomada por él cónyuge. A falta de ambos, la decisión será adoptada por la mayoría de los parientes consanguíneos presentes de grado más próximo en la línea colateral, hasta el tercer grado inclusive.

14º La solicitud de autorización para  auxiliar al suicidio deberá ser presentada ante el Director del Servicio de Salud correspondiente.

15º Esta solicitud deberá contener a lo menos:

1. Individualización del médico tratante quién, además, suscribe la solicitud.

2. Ficha clínica del paciente.

3. Manifestación de voluntad del paciente o de quien le subrogue de conformidad a lo establecido en los artículos 13º y siguientes.
4. Compromiso notariado del médico que practicará la eutanasia de dar fiel cumplimiento a las disposiciones del reglamento establecido en el artículo 28º.
16º El médico tratante deberá consultar siempre la opinión de la Comisión Ética. Ésta deberá certificar por escrito la circunstancia de encontrarse contestes la mayoría absoluta de sus miembros en el hecho que el paciente sufre una enfermedad incurable o progresivamente letal que le cause un padecer insufrible que se le representa como imposible de soportar.

III. De la Comisión Ética

17º En cada región del país existirá una Comisión Ética cuya integración, subrogación, funcionamiento y atribuciones estarán dadas por un reglamento que, para estos efectos, dictará el Ministerio de Salud. 

18º La Comisión, de a lo menos cinco miembros, estará necesariamente integrada por:

a) Un médico cirujano designado, de entre sus afiliados,  por la directiva del Colegio Médico procurando que éste ejerza la profesión en la región respectiva. 
b) Un médico psiquiatra designado, de entre sus afiliados,  por la directiva del Colegio Médico procurando que éste ejerza la profesión en la región respectiva.

c) Un abogado designado, de entre sus afiliados,  por la directiva del Colegio de Abogados, procurando que éste ejerza la profesión en la región respectiva
19º Corresponderá a la Comisión Ética velar por el adecuado cumplimiento de los requisitos que hacen procedente la eutanasia y, verificados fehacientemente éstos, autorizarla.

20º La Comisión sesionará, a requerimiento de interesado, en un plazo no mayor a 10 días desde que se hubiese presentado ante ésta una solicitud de eutanasia que cumpla con todos los requisitos formales.

21º Para sesionar, la Comisión requerirá la presencia de todos sus miembros o quienes subroguen a éstos y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta.

22º Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con el paciente ya sea en cuanto a vínculo familiar o patrimonial se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a dicho paciente.

La Comisión Ética, dentro del plazo de 5 días hábiles, otorgará la correspondiente autorización cuando la solicitud cumpla con todos los requisitos. La aprobación o rechazo de la solicitud deberá siempre fundarse por escrito y no será susceptible de recurso alguno,

La solicitud rechazada no podrá interponerse nuevamente sino en el plazo de tres meses y siempre que contemple nuevos antecedentes.

23º Otorgada la autorización correspondiente está le será comunicada al Juzgado del Crimen correspondiente al lugar donde se practicará la eutanasia.

24º Entre la autorización y la eutanasia deben transcurrir, a lo menos, cinco días, debiendo fijarse la fecha de ésta con a lo menos tres días de anticipación.

25º El paciente o quien le subrogue puede retirar su consentimiento en cualquier momento. Una hora antes de que se practique, el paciente o quien le subrogue, deberá ratificar su consentimiento ante el director del recinto hospitalario o bien ante un notario público, según corresponda.

26º Un protocolo emanado del Ministerio de Salud establecerá el mecanismo por medio del cual  un médico cirujano practicará la eutanasia .
IV. De la responsabilidad

27º En los casos señalados precedentemente no existirá responsabilidad administrativa, penal ni civil para los médicos o para el establecimiento asistencial que haya atendido al paciente, derivada de la aplicación de procedimientos eutanásicos.

Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, el paciente, o en su defecto, alguno de sus herederos o representantes legales se reservarán el ejercicio de las acciones judiciales que correspondan en el caso de que exista un incumplimiento o inobservancia grave de los requisitos establecidos por esta ley y su reglamento.

28º Agréguese al artículo 10º del Código Penal el siguiente numeral 14: “El médico cirujano que practique eutanasia en los casos expresamente previstos por la ley”.
Nelson Avila C.

Senador
